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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 184/2022.

	SENTENCIA: DEFINITIVA.

	ACTOR: **********Y**********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE  CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ, Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintitrés de abril de dos mil veinticuatro.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 184/2022, promovido por el C.********** por su propio derecho, y por la persona moral denominada **********, como su Administrador Único, contra actos de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 11 once de marzo de 2022 dos mil veintidós, el C.********** por su propio derecho, y por la persona moral denominada **********, como su Administrador Único, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez.

Previo cumplimiento de requerimiento aclaratorio, en auto del 21 veintiuno de julio de 2022 dos mil veintidós, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.- Con escrito presentado el 5 cinco de octubre de dos mil veintidós, la Parte Actora amplio la demanda.

En auto del 4 cuatro de enero de 2023 dos mil veintitrés, se admitió la ampliación de la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

3.- Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las once horas del 31 treinta y uno de marzo de 2023 dos mil veintitrés, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza, posteriormente se desahogó la prueba de inspección, y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se hizo constar que las partes no formularon manifestación alguna en ésta etapa procesal, y finalmente se citó para resolver.

4.- En auto del 27 veintisiete de junio de 2023 dos mil veintitrés, se ordenó regularizar el procedimiento para el efecto de tramitar lo referente a las pruebas supervenientes ofertadas por la Parte Actora.

5.- A las 12:30 doce horas con treinta minutos del 26 veintiséis de septiembre de 2023 dos mil veintitrés, se desahogó audiencia complementaria en relación a las pruebas supervenientes ofertadas por las Parte Actora; en el desahogo de la audiencia se hizo constar la inasistencia de las partes, posteriormente se dio cuenta con las constancias de autos, después en el periodo probatorio se tuvieron por desahogadas las pruebas supervenientes, enseguida en la etapa de alegatos, se hizo constar que las partes no hicieron manifestación alguna y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia, en la que la Parte Actora controvierte una resolución determinante de crédito fiscal, y actos conexos, por lo cual se actualiza la hipótesis de competencia prevista en las citadas disposiciones legales.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, en cuanto compareció por derecho propio.

Ahora bien, el C.********** acreditó su calidad de Administrador único de la persona moral denominada **********, con la copia certificada del instrumento ochenta y tres, del volumen tres, del Protocolo de la Notaría Pública número 11 once con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, que contiene el acta constitutiva de la referida persona moral.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En la contestación de la demanda, la Autoridad Demandada señala esencialmente que niega la existencia de los actos impugnados, dicha negativa es lisa y llana, sin que pase desapercibido, el argumento en el sentido de que, en todo caso la “invitación de pago”, no es una acto impugnable de acuerdo con la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; en consecuencia señala, se actualizó la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, referente a cuando de autos se desprende con claridad que no existe el acto impugnado.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo argumentado por la Autoridad Demandada es fundado, de acuerdo con las consideraciones que se exponen a continuación.
El artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio: 
(…) 

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado; (…)”
La referida causal de sobreseimiento, obedece a una lógica simple y sencilla, si no se prueba la existencia del acto impugnado, no hay materia para un pronunciamiento de fondo en el Juicio Contencioso Administrativo.
Al respecto, se debe destacar, que la carga de la prueba sobre la existencia del acto impugnado recae en la Parte Actora, lo que cobra especial relevancia, cuando, como es el caso, la Autoridad Demandada niega lisa y llanamente la existencia de los actos impugnados.

En ese sentido, resulta aplicable al caso concreto la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:
“ACTO RECLAMADO, LA CARGA DE LA PRUEBA DEL. CORRESPONDE AL QUEJOSO.- En el juicio de amparo indirecto, la parte quejosa tiene la carga procesal de ofrecer pruebas para demostrar la violación de garantías individuales que alega, ya que, el que interpone una demanda de amparo, está obligado a establecer, directamente o mediante el informe de la autoridad responsable la existencia del acto que impugna y a justificar, con pruebas, que dicho acto es inconstitucional, aunque, incluso, las autoridades responsables no rindan su informe justificado, caso en el cual, la ley establece la presunción de la existencia de los actos, arrojando en forma total la carga de la prueba al peticionario de garantías, acerca de la inconstitucionalidad de los actos impugnados.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

Ahora bien, en el escrito inicial de demanda, la Parte Actora señaló como actos impugnados los siguientes:
a) El crédito fiscal por concepto de servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, saneamiento y servicios conexos del inmueble identificado y con la ubicación en lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P., por la cantidad de $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 m.n.), por los ejercicios fiscales de 2009 dos mil nueve a 2022 dos mil veintidós, éste último únicamente en lo que hace a los meses de enero, febrero y marzo; al respecto, precisa que niega la existencia de los oficios liquidatorios y de la notificación del crédito fiscal; en cuanto a éste Acto, la Parte Actora precisa que le fue comunicado verbalmente en la ventanilla cuando acudió a consultar en relación a la invitación de pago;
b) El procedimiento administrativo de ejecución, mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y/o embargo, derivado del crédito fiscal precisado en el inciso anterior;

c)  La determinación del crédito fiscal por concepto de agua potable, alcantarillado, tratamiento, saneamiento y servicios conexos ya señalado en el punto primero (inciso a) que antecede), emitido por la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, por el cual se acredita a cargo de la Parte Actora un crédito por la cantidad de $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 m.n.), en relación a éste acto, se hace la puntual precisión en el sentido de que no se está impugnando el oficio en específico, sino el Crédito fiscal a que hace referencia el oficio, y señala además que no ha recibido notificación del oficio determinante o liquidatorio, por lo que niega la existencia de los oficios liquidatorios y de la notificación del crédito fiscal; y
d) Las visitas para la toma de lecturas y mediciones de consumo de agua potable que corresponda al adeudo por la cantidad de $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 m.n.), por el periodo comprendido del ejercicio fiscal 2009 dos mil nueve al ejercicio fiscal 2022 dos mil veintidós, éste último únicamente por lo que se refiere a los meses de enero, febrero y marzo, referido en la determinación del crédito fiscal a que se refiere el punto primero (inciso a) que antecede).

Ahora bien, en cuanto se debe precisar, que en el inciso c) que antecede, se hace referencia a la determinación del crédito fiscal como acto impugnado, por ser esta la que implica una actividad de parte de la Autoridad, como se explica  continuación.

En el escrito de demanda, al referir al tercero de los actos impugnados, la Parte Actora alude a la causación y determinación del crédito fiscal, sin embargo, se debe decir, que la causación de una contribución, no es un acto de Autoridad, sino un hecho jurídico, puesto que al actualizarse la hipótesis de hecho prevista por el ordenamiento jurídico, se genera la obligación tributaria, y por tanto no se puede considerar como un acto impugnado, en todo caso, la causación da lugar a que la Autoridad emita una determinación de crédito fiscal, por tanto lo que es considerado como acto impugnado, es en todo caso la determinación del crédito fiscal.
En relación a este tercer acto impugnado, se debe decir, que no hay litis en cuanto a su inexistencia.
En efecto, en el escrito inicial de demanda, la Parte Actora aduce que niega lisa y llanamente la existencia de los oficios liquidatorios y de la notificación del crédito fiscal.

Por su parte, al contestar la demanda, la Autoridad Demandada señala puntualmente, su negativa, también lisa y llana de haber emitido una resolución que determine algún crédito fiscal en perjuicio de la Parte Actora.

Por consiguiente no hay litis, en cuanto a que la Autoridad Demandada no emitió una determinación de crédito fiscal en perjuicio de la Parte Actora; por lo que es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria determinar que no existe el acto impugnado señalado como tercero en el escrito inicial de demanda.
Ahora bien, por lo que se refiere a los diversos actos impugnados marcados como primero, segundo y cuarto del escrito inicial de demanda; en la contestación de demanda la Autoridad Demandada niega lisa y llanamente la existencia de dichos actos, concretamente niega haber emitido una resolución determinante de un crédito fiscal en contra de la Parte Actora, como ya se ha señalado, niega por consiguiente haber iniciado un procedimiento administrativo de ejecución, así mismo niega que se hallan llevado a cabo tomas de lecturas.
Como se adelantó, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria lo argumentado por la Autoridad Demandada s fundado, ya que la Parte Actora no cumplió con su carga probatoria para acreditar la existencia de los actos impugnados, que desvirtuara la negativa de la Autoridad Demandada.
En efecto, en el escrito de demanda la Parte Actora ofertó las pruebas siguientes:

a) Copia certificada del instrumento setenta y cuatro mi ocho cientos setenta y siete, del volumen mil trescientos noventa y dos, del Protocolo de la Notaría Pública número 11 once con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, que contiene el contrato de compraventa en donde el diverso Actor C.********** adquirió lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P.;
b) La copia certificada del instrumento ochenta y tres, del volumen tres, del Protocolo de la Notaría Pública número 11 once con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, que contiene el acta constitutiva de la diversa Actora, la persona moral **********;
c) Presuncional legal y humana;

d) Instrumental de actuaciones;

e) Constancia de situación fiscal de la diversa Actora, la persona moral **********;
f) Documental privada consistente en reservaciones para el Hotel: “Ankara Hotel & Suites”, que opera en lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P.
g) Documental privada consistente en impresión de la página web de “Ankara Hotel & Suites”;

h) Copia simple del citatorio de fecha 4 cuatro de marzo de 2022 dos mil veintidós;
i) Documental privada consistente en cuatro comprobantes digitales por internet, por la prestación del servicios de hospedaje emitidos por la diversa Actora la persona moral **********;
j) La Inspección en el lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P., referente a la ubicación, servicios que se prestan, quien la opera, así como la existencia de letrero, datos, avisos de privacidad, tableros de información, respecto a la diversa Actora la persona moral **********;
De todas las pruebas anteriores, es dable al suscrito, concluir, que por su naturaleza no son aptas y suficientes para acreditar la existencia de los actos impugnados marcados como primero, segundo, y cuarto del escrito inicial de demanda.
Por lo que se refiere a las documentales consistentes en la escrituras públicas que amparan la propiedad del predio por parte del C.**********, y la constitutiva de la de la diversa Actora la persona moral **********; esta probanzas tiene pleno valor probatorio de conformidad con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo su alcance demostrativo se vincula con la propiedad del inmueble y la creación de la persona moral Actora, y no tienen alcance alguno para demostrar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.
Por lo que se refiere a la prueba presuncional, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, no se advierte la existencia de presunción alguna que favorezca a la Parte Actora.
En cuanto se refiere a la instrumental de actuaciones, y particularmente al informe que refiere, se debe decir, que del cúmulo de actuaciones no se advierte que existen ni siquiera indicios para demostrar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.

Sobre el particular conviene abundar, que en el Juicio Contencioso Administrativo no se solicita a la de un informe, sino que la Autoridad Demandada contesta la demanda; ahora de la valoración y análisis de la contestación de la demanda, se advierte que la Autoridad Demandada, niega lida y llanamente la existencia de los actos impugnados, por lo que contenido de la contestación de la demanda, no convalida la afirmación de la Parte Actora, sino que contrario a ello, controvierte ,o afirmado por la Parte Actora.
Poor otra parte, en lo que se refiere a la documental pública, consistente en la Constancia de situación fiscal de la diversa Actora, la persona moral **********; dicha probanza tiene pleno valor probatorio con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo, resulta ineficaz para acreditar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.

Por lo que se refiere a las documentales privadas consistentes en reservaciones para el Hotel: “Ankara Hotel & Suites”, en impresión de la página web de “Ankara Hotel & Suites”, en cuatro comprobantes digitales por internet, por la prestación del servicios de hospedaje emitidos por la diversa Actora la persona moral **********, así como a la Inspección realizada en lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P., referente a la ubicación, servicios que se prestan, quien la opera, así como la existencia de letrero, datos, avisos de privacidad, tableros de información, respecto a la diversa Actora la persona moral **********; se les confiere pleno valor probatorio, y se consideran aptas para acreditar la diversa Actora la persona moral **********; opera una negociación con giro de hotel en el inmueble propiedad del diverso Actor C.**********, sin embargo por su naturaleza y contenido resultan ineficaces para demostrar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.
Para concluir en relación a las pruebas ofertadas en el escrito de demanda, en lo que se refiere a la prueba ofertada como copia simple del citatorio de fecha 4 cuatro de marzo de 2022 dos mil veintidós, misma que es visible a fojas 92 noventa y dos y 93 noventa y tres del expediente en que se actúa; se debe decir, que no se trata de un citatorio para notificación, sino de una cédula de notificación de una invitación de pago.
A dicha probanza se le confiere valor probatorio de indicio, puesto que se trata de una copia simple de una documental pública, en ese sentido se considera que dicha documental da indicios de que se emitió una invitación de pago, y que le fue notificada a la Parte Actora, o que cuando menos se intentó notificarla al estar incompletas las copias simples exhibidas, y ante la manifestación bajo protesta de decir verdad de la Parte Actora, de que así le fue entregada.
Sin embargo, aun si llegamos a considerar la existencia de una invitación de pago, no se debe perder de vista que esa actuación no constituye una resolución determinante de crédito fiscal, sino una mera invitación a  regularizar la situación fiscal del contribuyente, por lo que ni siquiera se trata de una acto impugnable en Juicio Contencioso Administrativo, pues se trata únicamente de un acto declarativo, a través del cual la autoridad exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de las omisiones detectadas, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona un perjuicio real en su esfera jurídica, en la medida en que a través de este acto, la autoridad exclusivamente señala una cantidad que obra en sus registros y que sólo tendrá en cuenta cuando ejerza sus facultades de comprobación y, en consecuencia, emita una resolución que establezca obligaciones para el contribuyente fiscalizado; por esas circunstancias, la invitación de pago, no representa siquiera un indicio sobre la existencia de una resolución determinante del crédito fiscal.

El criterio que adopta el suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, encuentra sustento en la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA LA SOLICITUD ACLARATORIA DEL CONTRIBUYENTE SOBRE SU SITUACIÓN FISCAL DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Esta Segunda Sala ha sostenido que la "carta invitación" dirigida al contribuyente para regularizar su situación fiscal, con relación al pago del impuesto sobre la renta derivado de los ingresos ciertos y determinados originados por depósitos en efectivo a su favor, efectuados durante un ejercicio fiscal específico, no constituye una resolución definitiva impugnable en el juicio contencioso administrativo; ello en virtud de que se trata únicamente de un acto declarativo, a través del cual la autoridad exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de las omisiones detectadas, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona un perjuicio real en su esfera jurídica, en la medida en que a través de este acto, la autoridad exclusivamente señala una cantidad que obra en sus registros y que sólo tendrá en cuenta cuando ejerza sus facultades de comprobación y, en consecuencia, emita una resolución que establezca obligaciones para el contribuyente fiscalizado. Sobre esas bases, la resolución que desestima la petición aclaratoria generada por la previa carta invitación tampoco es un acto que ocasione un perjuicio real a la esfera jurídica del contribuyente, susceptible de impugnarse en el juicio contencioso administrativo, en tanto que no se materializa alguno de los siguientes supuestos: a) no constituye una resolución definitiva, entendida como la que no admite un recurso o admitiéndolo éste sea optativo, o bien aquella que atendiendo a la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, constituya el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública; b) no cause un agravio en materia fiscal, es decir, una afectación relacionada con el cumplimiento de las leyes fiscales, así como a los casos distintos a aquellos en los que se ocasiona una afectación en la relación jurídico tributaria existente entre el contribuyente y el fisco; y c) en una resolución denegatoria subsistan las mismas particularidades de la misiva de invitación, dado que no se determina cantidad alguna a pagar ni se crean derechos o establecen consecuencias jurídicas para el interesado, como tampoco contiene la pérdida de algún beneficio, la existencia de un apercibimiento y la correspondiente declaración de incumplimiento que lo haga efectivo, por lo que no genera perjuicio alguno.- Contradicción de tesis 332/2018.”

Adicionalmente se debe decir, la Parte Actora ofertó como pruebas supervenientes las siguientes:
a) El informe rendido con número de oficio IN/DJ/888/2023, al Juzgado Octavo de Distrito del Noveno Circuito, dentro del Juicio de Amparo 390/2023, suscrito por la Directora Jurídica de Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez;
b) Documento anexo al informe rendido con número de oficio IN/DJ/888/2023, al Juzgado Octavo de Distrito del Noveno Circuito, dentro del Juicio de Amparo 390/2023, que se hace consistir en un presupuesto al 12 de abril de 2023 dos mil veintitrés;

c) El acuerdo de fecha 17 diecisiete de abril de 2023 dos mil veintitrés, en que se agregó a los autos del Juicio de Amparo 390/2023, del Juzgado Octavo de Distrito del Noveno Circuito, un informe rendido por la Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, y

d) Acta de inspección IN/DCJ/171/2021, levantada en el lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P., 

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, estas pruebas ofertadas como supervenientes por la Parte Actora, no son aptas y suficientes para probar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.
En efecto, si bien se considera que dichas documentales tiene pleno valor probatorio de acuerdo a lo que dispone el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Y que hacen prueba plena, respecto de determinados actos; como se explica en seguida.
En efecto, la documental inherente al acuerdo de fecha 17 diecisiete de abril de 2023 dos mil veintitrés, en que se agregó a los autos del Juicio de Amparo 390/2023, del Juzgado Octavo de Distrito del Noveno Circuito, un informe rendido por la Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez; efectivamente prueba plenamente que se dictó dicho proveído, y prueba plenamente que se agregó un informe rendido por la Directora Jurídica, pero no se puede establecer el contenido del informe, y ni siquiera individualizarlo, puesto que en el auto no se hace relatoría del contenido, ni se hace referencia al número de oficio con que se rindió el informe, de manera tal, que se puede tratar, como lo pretende hacer ver la Parte Actora del oficio número IN/DJ/888/2023, o de cualquier otro.
Por su parte, el informe rendido con número de oficio IN/DJ/888/2023, al Juzgado Octavo de Distrito del Noveno Circuito, dentro del Juicio de Amparo 390/2023, suscrito por la Directora Jurídica de Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, y el documento anexo; prueban plenamente que el informe se presentó, así como de su contenido, que esencialmente se refiere a cumplir el requerimiento del Juzgado de Distrito en relación al incidente de suspensión, por lo que se acompaña un presupuesto, respecto del cual se aclara que es una cantidad aproximada, que se actualizará al momento de efectuar el pago correspondiente.

Finalmente, el Acta de inspección IN/DCJ/171/2021, levantada en el lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P.; hace prueba plena respecto a que se efectuó inspección, así como de lo encontrado al realizarse la inspección, como lo es la detección de una toma de agua y dos descargas de drenaje, y que la toma de agua no tiene servicio, y que las descargas de drenaje operan, etc.
Sin embargo, no menos cierto es, que de la lectura integral de dichas probanzas, no se obtiene información que permita al suscrito concluir, que existe una resolución determinante de crédito fiscal, emitida en contra de la Parte Actora, por la cantidad $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 m.n.), por los ejercicios fiscales de 2009 dos mil nueve a 2022 dos mil veintidós, éste último únicamente en lo que hace a los meses de enero, febrero y marzo, respecto del lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P., y por concepto de pago de derechos por los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, saneamiento y servicios conexos.

En ese mismo sentido, dichos documentos tampoco se obtiene información en cuanto a que se hubiere instrumentado el Procedimiento administrativo de ejecución en contra de la Parte Actora, para realizar el cobro forzado de algún crédito fiscal.
Del mismo modo, tampoco se obtiene información respecto de la existencia de tomas de lecturas a medidores, efectuadas en lote de terreno números 14 catorce y 15 quince  de la manzana 1 uno, ubicado en avenida Boulevard (sic) Antonio Rocha Cordero número 790, esquina con Cordillera Central, del Fraccionamiento la Haciendas, San Luis Potosí, S.L.P.

En resumen, dichos documentos resultan ineficaces para acreditar la existencia de una determinación de crédito fiscal, la existencia del procedimiento administrativo de ejecución para su cobro, ni la existencia de tomas de lecturas en el medidor de consumo de agua potable.
Y por consiguiente, son ineficaces para acreditar la existencia de los actos impugnados, y así desvirtuar la negativa lisa y llana formulada por las Autoridad Demandada en la contestación de la demanda.

Antes de concluir, es oportuno hacer dos precisiones que se consideran de suma importancia, en primer lugar, que la Parte Actora confunde y pretende equiparar el concepto de adeudo con el de crédito fiscal para efectos de la procedencia y resolución del Juicio Contencioso Administrativo, lo que evidentemente no es posible, ya que como se indicó al comienzo de este Tercer punto Considerativo, se requiere a la existencia de una acto de Autoridad, sobre el cual se efectúe un pronunciamiento de legalidad y validez o de ilegalidad e invalidez.

En ese contexto se debe destacar, que Crédito Fiscal es un concepto jurídico determinado, cuya definición la encontramos en el artículo 18 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que a la letra reza:

“ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”

De la definición transcrita, debemos destacar que el crédito fiscal es una acto de Autoridad emanado de la Autoridad Fiscal, en el caso el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez como organismo descentralizado que efectúa el cobro de derechos por la prestación de los servicios públicos de agua potable, y conexos.
Por su parte, el adeudo no es un concepto jurídico determinado, por lo que para su conceptualización o definición debemos acudir al diccionario de la Real Academia española de la Lengua.

Por consiguiente, contrario a lo que pretende la Parte Actora, no se puede equiparar el adeudo, con el concepto jurídico determinado de Crédito Fiscal, puesto que éste último es un acto de Autoridad.
Y por otra parte, que en la ampliación de la demanda, presentada en la Parte Actora: a) La determinación de existencia de una toma clandestina; b) La determinación de existencia de recepción de servicio de agua potable, y c) Que la invitación de pago a su criterio no es un acto impugnado.
Cuestiones las anteriores, que con son actos impugnados, tan es así que en el auto de admisión de la ampliación de demanda, no se precisaron acto impugnaos adicionales, a los de auto de admisión de la demanda.

Sin que se omita señalar, que a la contestación de la demanda, la Autoridad Demandada no acompañó acto alguno en el que se hubiera determinado la existencia de una toma clandestina, ni la determinación de recepción de agua potable, por lo cual las referencias hechas en la ampliación de la demanda, a esas determinaciones, así como a la invitación de pago, son meramente argumentativas, y no ampliaron la litis en cuanto se refiere a actos impugnados.

De todo lo anterior se sigue, que de autos se desprende con toda claridad, que no existen los actos impugnados por la Parte Actora en el escrito inicial de demanda.
En consecuencia se actualiza la causal de sobreseimiento previsto en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y con fundamento en dicha disposición, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, en razón de que no existen los actos impugnados en el presente Juicio Contencioso Administrativo.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción V, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESIMIENTO DEL PRESENTE Juicio Contencioso Administrativo; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando TERCERO de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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